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NATURALEZA, ÓRGANOS Y FUNCIONES DE LAS CÁMARAS DE COMERCIO EN 

COLOMBIA

MARYLAND PADILLA PEDRAZA1

Universidad Militar

“El comercio es casi un arte; es la forma inferior, el primer grado del arte” Brunetière 

Ferdinand.

Las distintas posiciones doctrinales establecidas por los autores de la literatura del Derecho 

Comercial han esgrimido ampliamente la naturaleza jurídica de las Cámaras de Comercio, sus 

funciones y los órganos que las integran; es por lo anterior, que se hace necesario hacer una 

interpretación a la línea jurisprudencial establecida por la Corte Constitucional sobre el tema en 

mención, debido a que las Cámaras de Comercio, según lo normado en el Código de Comercio 

son: “instituciones de orden legal” (Art. 78), de carácter privado y que cumplen funciones 

públicas al llevar el Registro Mercantil de los comerciantes.

  

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el Art. 209 la Carta Política de 1991, en Colombia 

mediante la figura de descentralización los particulares pueden ejercer funciones públicas que 

en principio harían parte de las obligaciones a cargo del Estado; sin embargo, el cumplimiento 

de estas funciones per sé, no implica que la naturaleza de quienes las cumplen deba ser pública, 

1 Abogada de la Universidad Militar Nueva Granda, actualmente cursa especialización en derecho administrativo en 
la Universidad Militar, correo electrónico: mapaped@gmail.com.     



como es el caso de las Cámaras de Comercio, que por mandato legal cumplen funciones de 

carácter público, pero que son personas jurídicas de derecho privado que ejercen algunas 

funciones públicas. 

No obstante, se ha evidenciado la existencia de algunas posturas doctrinales en las que se 

asevera que la naturaleza de las Cámaras de Comercio es de carácter público, generando una 

discusión de hace varios años con respecto de la naturaleza, funciones órganos de las pluricitadas 

entidades y creando una incertidumbre entre comerciantes y las demás partes interesadas en el 

tema.

Encontrándose en este punto la contraposición de dos tesis propuestas en los fallos de la 

Corte Constitucional: la primera que predica la naturaleza privada de las Cámaras de Comercio 

por ser de carácter privado y la segunda, que enuncia la naturaleza pública de las mismas, por 

ser creadas por el gobierno nacional y al ser las guardadoras del registro comercial de carácter 

público.  

 

Adicionalmente, la misma Constitución Política de Colombia (1991), subraya el hecho de 

que “los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale 

la ley” (Art. 210) por esta razón y ante la posibilidad de que los particulares manejen la fe 

comercial y sean guardianes del registro mercantil,  se hace necesario preguntarse:   



¿Cuál ha sido la evolución de la Corte Constitucional frente la concepción de la naturaleza, 

órganos y funciones de las Cámaras de Comercio en Colombia, de conformidad con la 

Constitución Política y con el Código de Comercio?

 Lo anterior, conlleva necesariamente a consultar y analizar la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, con el fin de establecer la línea jurisprudencial propuesta frente al tema y 

establecer en primera instancia ¿cuál es la posición de la Corte al respecto? y en segunda 

instancia, ¿cuál ha sido la evolución frente este planteamiento jurídico?

 

Para establecer una respuesta concreta, se procedió a plantear un objetivo general, el cual 

se tradujo en la interpretación de la línea jurisprudencial trazada por la Corte Constitucional en 

lo relacionado con la naturaleza, los órganos y las funciones de las Cámaras de Comercio en 

Colombia, teniendo en cuenta la dispuesto en la Constitución de 1991 y en la norma especial 

aplicable a la materia, es decir el Código de Comercio.

 Así mismo, se plantearon como objetivos específicos: identificar las Sentencias 

consolidadas en la línea jurisprudencial establecida por la Corte Constitucional en relación con la 

naturaleza, órganos y funciones de las Cámaras de Comercio en Colombia; describir la Sentencia 

Arquimédica, la Hito y la Fundadora y finalmente, determinar el nicho citacional de la línea 

jurisprudencial en referencia. 



La metodología empleada en el presente ensayo es de carácter cualitativo; dicha 

metodología se ejecuta a través de un estudio jurisprudencial realizado a la doctrina 

constitucional proferida en relación con la naturaleza jurídica de las Cámaras de Comercio, sus 

órganos y funciones, permitiendo así resolver el problema jurídico al identificar el lugar relativo 

de la jurisprudencia de la Corte Constitucional haciendo énfasis en las normas constitucionales 

y legales atinentes a la materia, tales como el artículo 209 de la C.P., el artículo 78 y el 86 del 

Código de Comercio. 

Todos estos esfuerzos en procura de establecer una postura clara y doctrinal en el ámbito 

jurídico colombiano que permita dar claridad acerca de la naturaleza jurídica y las funciones de a 

las Cámaras de Comercio en Colombia.  

Desde la perspectiva legal y el desarrollo jurisprudencial y habidas consideraciones de 

las funciones que cumplen las Cámaras de Comercio, se podría insinuar de forma relativamente 

prematura que las Cámaras de Comercio son entidades de carácter público, situación que se 

pretende desvirtuar a través del análisis concienzudo de la jurisprudencia expedida por la Corte 

Constitucional, dado que el hecho de cumplir estas entidades con funciones que le son delegadas 

por mandato legal, no implica que su naturaleza deba ser pública y por lo tanto no se les puede 

negar que su naturaleza es corporativa, gremial y privada.



CAPÍTULO I.

1. Antecedentes.

La legislación comercial se ha caracterizado por constituirse en la costumbre comercial, es así 

que la jurisprudencia constitucional ha reconocido el carácter de las diferentes normatividades 

que regulan la naturaleza, funciones y órganos de las Cámaras de Comercio, por lo tanto es 

necesario mencionar el estado de los diferentes fallos que han antecedido a la line jurisprudencial 

que se pretende trazar, en la presente investigación.  

 El primer antecedente jurisprudencial que dio origen a la controversia es la sentencia C- 

144 de (1993), en esta ocasión la sala plena de la Corte Constitucional, definió el alcance de las 

normas que proveen la existencia y naturaleza jurídica, señalando que “las Cámaras de 

Comercio no son entidades públicas, y a la vez no concuerda con ninguna de las figuras de esta 

misma naturaleza contempladas en la ley y la constitución, de acuerdo con sus funciones, 

excluidos el registro mercantil el cual es de naturales publica” (Corte Constitucional, C-144 de 

1993).  Su organización y dirección las fuentes de sus ingresos, la naturaleza de sus trabajadores 

y la existencia de sus estatutos que las gobiernan, no se pude dudar de su naturaleza corporativa, 

gremial y privada.

La Corte Constitucional reconoció que no obstante su carácter privado, las Cámaras 

de Comercio ejercen una función pública de administrar el registro mercantil, posterior a 



esta decisión inicial, la Corte mediante sentencia C- 166 de (1995), al ejercer el control de 

constitucionalidad posterior mediante acción ciudadana, del artículo 22, específicamente de 

sus numerales 5 y 6, de la ley 80 de 1993, en la cual el Magistrado ponente fue Hernando 

Herrera Vergara, instó en el fundamento expuesto en la sentencia citada, sobre la “naturaleza 

corporativa, gremial y privada de las Cámaras de Comercio”  y destacó la “posibilidad de 

cumplir funciones públicas, lo cual implica que se destaque como un ejemplo de la colaboración 

por descentralización”  (Corte Constitucional, C-166 de 1995).  

Dentro de esta misma línea de pensamiento, con la sentencia C-167 de (1995) del 

magistrado ponente Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional señaló: “(…) no es extraño que 

los particulares ejerzan funciones públicas por habilitación del Estado ya que los particulares 

pueden intervenir en el ámbito de funciones públicas,  sus potestades y ejercicio de las funciones 

no modifican, la naturaleza privada de las personas jurídicas, pero en el ejercicio de las 

facultades se hayan sujetas a las normas propias de la función que ejercen, pues en razón del 

acto de habilitación ocupan el lugar de la autoridad estatal, con sus obligaciones, deberes y 

privilegios”  (Corte Constitucional, Sentencia  C- 167 de 1995).

De esta forma, la Alta Corte hace entender que a pesar de la naturaleza corporativa, 

gremial y privada de las Cámaras de Comercio a la luz de la Constitución Política, éstas pueden 

ser habilitadas para cumplir funciones públicas en las condiciones previstas en la ley (C.P. Arts. 

123 No. 3º y 210, inciso 2º); en el caso específico de la ley especial sería el artículo 86, inciso 3 

del Código de Comercio, que le confía la función pública de llevar el registro público mercantil 



y certificar sobre los documentos y actos en él inscritos, no obstante el carácter privado de las 

mismas instituciones. 

Y es en este entendido que los particulares como las Cámaras de Comercio cumplen 

funciones públicas o de carácter público, como lo ha reconocido la misma Constitución y la línea 

jurisprudencial predominante de la Corte Constitucional.

          

Según la doctrina del precedente, este fallo cae nuevamente en la sombra decisional 

de otros fallos anteriores, es así que la sentencia C- 091 de (1997) del magistrado ponente 

Jorge Arango Mejía, analizó la constitucionalidad del artículo 233 de la ley 223 de 1995, por 

la cual se expidieron las normas sobre racionalización tributaria y esta vez la sala plena de la 

Corte Constitucional, reiteró lo expuesto por la misma corporación acerca de “la naturaleza 

corporativa, gremial y privada de las Cámaras de Comercio y a la posibilidad de ejercer 

funciones públicas”  (Corte Constitucional, Sentencia  C-091 de 1997).

Es así como la doctrina constitucional define a las Cámaras de Comercio como  entidades 

de derecho privado, que colaboran con el Estado en el ejercicio de las funciones públicas y por 

lo mismo componen proyectos de descentralización por colaboración en los términos del artículo 

209 de la Carta Política.  



Finalmente, otro antecedente jurisprudencial de la primera Corte Constitucional, que 

hace referencia al tema que atañe a esta investigación es  la sentencia C- 181 de (1997)  del 

magistrado ponente: Fabio Morón Díaz, reiterando lo expuesto en las sentencias predecesoras 

con referencia a la descentralización por colaboración ejercida por las Cámaras de Comercio.

En conclusión, las personas jurídicas de derecho privado a las cuales se les atribuye 

el cumplimiento de funciones públicas y en tal virtud administran recursos de origen público, 

“no hacen parte de la estructura del Estado sino que integran el conjunto de personas que 

colaboran con este para la realización de sus fines, las cuales conforman lo que se conoce como 

descentralización por colaboración”    (Corte Constitucional, Sentencia  C  - 181 de 1997).

   

Con el fin de tener una base para el presente ensayo, se hace necesario acudir al análisis 

de sentencias proferidas por la Corte en materia de naturaleza y funciones de las Cámaras de 

Comercio, para ello se procedió a revisar y analizar tanto la parte vinculante como la parte que 

motiva las providencias de la Corte (Sentencias), teniendo en cuenta que para ella “La ratio 

decidendi de una providencia, puede ser un precedente de aplicación vinculante en un caso 

posterior, para un juez o una autoridad determinada. Esta relación entonces, entre una y otra 

figura, es lo que ha favorecido que se usen comúnmente los dos conceptos como semejantes, 

- ratio decidendi y precedente. Usualmente se dice que el precedente es la sentencia anterior 

que es pertinente para resolver una cuestión jurídica y lo que tiene fuerza vinculante es su ratio 

decidendi. De ahí que, en sentido técnico, lo que tiene valor de precedente es la ratio decidendi 

de las sentencias pertinentes” (Corte Constitucional, Sentencia T 292 de 2006). De ahí para que 



el precedente sea aplicable en  el análisis de un caso deben convergir los siguientes elementos 

para establecer hasta qué punto el precedente es relevante o no: 

1. “En la ratio decidendi de la sentencia se encuentra una regla relacionada  con el caso a 

resolver posteriormente. 

2. La ratio debió haber servido de base para solucionar un problema jurídico semejante, o 

a una cuestión semejante. 

3. los hechos del caso o las normas juzgadas en la sentencia anterior deben ser semejantes 

o plantear un punto de derecho semejante al que debe resolverse posteriormente”  (Corte 

Constitucional, Sentencia T 292 de 2006).

En consecuencia, la Corte incluye los hechos como el tercer elemento de la concurrencia 

del precedente vinculante, así: “cuando en una situación similar, se observe que los hechos 

determinantes no concuerdan con el supuesto de hecho, el juez esté legitimado para no 

considerar vinculante el precedente.” (Corte Constitucional, Sentencia T 292 de 2006) haciendo 

que la conjugación o la afluencia de los tres elementos ya mencionados se constituyan en un 

precedente aplicable a un caso en concreto, trayendo como consecuencia que el precedente 

aplicable se defina como “aquella sentencia anterior y pertinente cuya ratio conduce a una regla 

- prohibición, orden o autorización-  determinante para resolver el caso, dados unos hechos y un 

problema jurídico, específico, semejante.” (p 6.)



Este precedente es una garantía de la seguridad jurídica, la cual se consolidó en el derecho 

fundamental a la igualdad (C.P. Art 13), otorgándole tranquilidad al administrado en el sentido 

de saber que existe una forma de aplicación del derecho  que le permite asegurar que se le dará la 

misma interpretación y se atenderá de la misma forma que se atendieron situaciones similares. 

2. Marco Jurídico.   

La Constitución Política de Colombia de (1991), hace especial relevancia a que: “los 

particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley” 

(Art 210), producto de esta normatividad constitucional se puede inferir que no hay duda sobre el 

carácter de derecho privado de estas corporaciones.

De igual forma “las Cámaras de Comercio son creadas por el gobierno o el Estado de 

oficio” (ALCARELLI, 1964, P. 14) o a “petición de los comerciantes del lugar”   (DÍAZ, 1987, 

P. 520), pero solamente el gobierno o el Estado representado por una autoridad elegida, tiene el 

derecho a nombrar una parte considerable de esta junta directiva con el fin de que se guarden los 

principios del Estado y no sea una actividad meramente practicada por los particulares.

Es así que, en la legislación colombiana se ha dicho que “la tercera parte de los 

miembros de la junta directiva serán elegidas por el Gobierno” (C.Cio. Art 80), lo que se 

traduce en una medida proteccionista por parte del Estado que no necesariamente afecta la 

independencia de los comerciantes y que además permite asegurar que los comerciantes tampoco 

afecten los intereses o fines generales del Estado.



Por otra parte, en la legislación o normatividad de cada Estado, “se exige el cumplimiento 

de una serie de requisitos para poder construir una Cámara de Comercio, relativo a las 

condiciones socio económicas de la región donde se piensa instalar, al número de habitantes 

y de comerciantes, al presupuesto anual y regalas especiales para antiguas intendencias y 

comisarias” (CAÑIZARES, 1993, P. 163), en la actualidad en Colombia se hace referencia a 

departamentos y municipios. 

Algunas de las normas orientadoras sobre el tema y que se pueden decir que se 

constituyen en el marco normativo o jurídico de las funciones y naturaleza de las Cámaras de 

Comercio son: 

Las Cámaras de Comercio “son instituciones de orden Legal con personería jurídica, 

creadas por el gobierno nacional, de oficio o a petición de los comerciantes, del territorio donde 

hayan a operar” (C.Co, Art 78).

El gobierno o a petición de las partes se podrán crear Cámaras de Comercio, para lo cual 

se deberá acreditar en ambos casos los siguientes requisitos:    

1. “Las condiciones económicas sociales, la importancia comercial y las necesidades de la 

región donde hayan de operar” (SUÁREZ, 1999, P. 142) 

2. Que la conformación este dada por el número de habitantes del lugar donde se pretende  

crear la institución (URRIA, 1973, P. 79), en el caso particular de la normatividad 



colombiana la jurisdicción de la cámara de comercio está constituida por 1 o más 

municipios, cuyo número total de habitantes no será inferior 250.000, circunstancia que se 

acredita mediante certificación expedida por el DANE.   

“las Cámaras de Comercio que se crean en municipios localizados en las intendencias y 

comisarías erigidas en departamentos por el artículo 309 de la Constitución Nacional” 

(Decreto 474, 1992, Art 1). No se les aplicará la regla enunciada.

3. Presupuesto anual, superior a 300 salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

debidamente justificados, de acuerdo con lo que se espera percibir por concepto de 

matrículas, inscripciones, certificaciones y otros servicios que pretenda establecer la nueva 

Cámara de Comercio. 

4. Contar con no menos de 500 comerciantes, con matrícula vigente, domiciliados en la 

jurisdicción de la Cámara de Comercio que se pretende crear, este principio allegado 

por la descentralización defunciones, tiene una especial relevancia desde la edad media 

pues en esta época “solamente las Cámaras de Comercio se fundaron fue por la cantidad 

de comerciantes y la necesidad de estos de agremiaren para llevar la fe pública de sus 

actuaciones y registros conseguir avales y darse a conocer frente a los demás comerciantes 

haciendo más ágil el flujo del dinero y de las mercancías propias de cada comerciante” 

(MADRIÑAN, 1998, P. 213).   



5. Que la nueva Cámara de Comercio cuente con no menos de 80 peticiones formales de 

afiliación, presentadas ante el comité promotor de la nueva Cámara. 

6. Número de matriculados y afiliados y valor del presupuesto de “la cámara de la cual se 

desprende la que se pretende crear, teniendo en cuenta que aquellas deben conservar 

por lo menos el ochenta por-ciento de sus matriculados de sus afiliados y un presupuesto 

no inferior al ochenta por-ciento del aprobado para el año inmediatamente anterior”   

(Decreto 1252 de 1900 Art1).  



CAPÍTULO II

3. LAS CÁMARAS DE COMERCIO.  

3.1. Orígenes.

A  finales de la Edad Media económicamente Europa cobró gran auge. Las nuevas 

rutas marítimas descubiertas por españoles, portugueses y holandeses, y especialmente el 

descubrimiento de América, “dieron gran impulso a la actividad comercial que al intensificarse 

vio la necesidad de reglamentación. Apareció como consecuencia el derecho mercantil, Fue el 

florecimiento de Venecia, Génova, Pisa, Florencia, Milán, Pavia, Flandes, Nuremberg, Colonia 

etc.” (RAVASSA, 1990, P. 230).

 

 En menor escala se da el crecimiento comercial en Francia y España que sufren con 

severidad el feudalismo. “Frente a esa situación los hombres rompen el círculo económico 

feudal y toman como instrumento el comercio para lograr su libertad económica. Es así como 

aparecen las corporaciones que pretenden proteger los intereses de las personas dedicadas 

profesionalmente al ejercicio mercantil”. (ALCARELLI, 1964, P. 201).



“Las corporaciones y sus estatutos. Las corporaciones fijaron sus estatutos y 

reglamentaciones con fuerza obligatoria para los miembros sujetos a un régimen de inscripción. 

Se nombraron jefes de las corporaciones y se les encomendó la aplicación de  la justicia, 

perfilándose de esa manera la jurisdicción de los cónsules.” (MEDINA, 2008, P. 10)

2.2. Naturaleza funciones y órganos de las Cámaras de Comercio en Colombia - Desarrollo de 

la línea jurisprudencial

2.2.1. Sentencias Objeto de la Construcción 

a. Sentencias de Constitucionalidad

Tabla 1 Relación de Sentencias de la Corte Constitucional en materia de Cámaras de Comercio

Año Numero de Sentencia

(1993) C-144 de (1993) Magistrado ponente: Cifuentes Muñoz 

Eduardo Referencia: Demandas D-157 y 158 acumuladas.  

(1995) C- 166 de (1995) Magistrado ponente: Hernando Herrera 

Vergara Referencia: Expediente  D-6850. 

C- 167 de (1995) Magistrado ponente: Fabio Morón Díaz,  

Referencia: Expediente 6972. 

(1997) C- 09 de (1997) Magistrado ponente: Fabio Morón Díaz,  

Referencia: Expediente 6972.

C-181 de (1997) Magistrado ponente: Fabio Morón Díaz,  

Referencia: Expediente, D-1450.

 C-181 de (1997) Magistrado ponente: Fabio Morón Díaz,  

Referencia: Expediente, D-1450. 



(2000) C-  602 de (2000) Magistrado ponente: Carlos Gaviria Díaz, 

Referencia: Expediente D-1717.

C-  1142 de (2000) Magistrado ponente: José Gregorio 

Hernández Galindo, Referencia: Expediente: 2835. 

C-  1147 de (2000) Magistrado ponente: Manuel José Cepeda 

Espinosa, Referencia: Expediente: 3495

(2007) C – 909 de (2007) Magistrado ponente: Clara Inés Vargas 

Hernández Referencia: expediente D-6759. 

(2008) C-259 de (2008) Magistrado ponente: JAIME CÓRDOBA 

TRIVIÑO, Referencia: expediente D-6893.

2010 C-537 de (2010) Magistrado ponente: Juan Carlos Henao 

Pérez, Referencia: Expediente. D-7942.

2012 C-634 de 2012 Magistrado ponente: Jorge Ignacio Pretelt 

Chaljub Referencia: Expediente: D-8944.  

1Fuente: Elaboración Propia

b. Sentencias de Tutela 

Tabla 2 Sentencias de Tutela en materia de Cámaras de Comercio

Año Numero de Sentencia

(2007) T-690 de (2007) Magistrado ponente: Nilson Pinilla 

Pinilla, Referencia: expediente T-1606748

(2013) T-171 de (2013) Magistrado ponente: Jorge Iván 

Palacio Palacios Referencia: Expediente: T-3631021.  

2Fuente: Elaboración Propia

En los cuadros presentados se observan las sentencias relacionadas con el tema de 

función pública que la ley les encomienda a las Cámaras de Comercio y las actividades ejercidas 



por éstas; si las funciones ejecutadas por dichas corporaciones corresponden a actividades 

propias de su objeto legal como entidad privada de carácter gremial, o si por el contrario deben 

catalogarse como actividades de carácter público otorgadas por la ley.

  

Para esta construcción se seleccionaron un total de trece (13) sentencias proferidas por la 

Corte Constitucional, quince (15) de constitucionalidad y dos (2) de tutela. 

El año de mayor producción es el 1997 y 2000, con un total de seis (6) sentencias de 

constitucionalidad, por lo cual podría decirse que para este momento se genera una mayor 

creación de doctrina constitucional referente a las funciones y naturaleza de las Cámaras de 

Comercio, en virtud de la modificación sufrida por la normativa en años precedentes y la 

necesidad de delegar funciones a los particulares.  

Al igual resulta evidente que la presente construcción se elabora a partir de 1993, ello 

debido a que los pronunciamientos referidos inicialmente al tema de funciones y naturaleza 

de las Cámaras de Comercio solo se producen a partir de este entonces; por lo tanto, no se 

encontraran dentro de la línea sentencias proferidas en años anteriores. 



2.2.2. Sentencias fundamentales para la línea.

a. Sentencia Hito.

En este caso se ha seleccionado la sentencia C - 909 de 2007, porque en ella se establecen 

ciertos criterios que producen un cambio con referencia a la unanimidad de criterios con relación 

a las funciones y naturaleza de las Cámaras de Comercio.

b. Sentencia Arquimédica

La Sentencia Arquimédica para el caso en cuestión es la Sentencia  T- 171 de 2013, 

teniendo en cuenta que ésta es la más reciente proferida por la Corte Constitucional, de igual 

manera, porque en ella se consolidan los cambios sufridos en la materia por la sentencia hito.

c. Sentencia Fundadora.

La sentencia fundadora de la línea será la sentencia C- 144 de 1993, por ser ésta la 

primera en la que resulta visible la aplicación directa  de  las funciones y naturaleza de las 

Cámaras de Comercio. 



2.2.3. Análisis de las sentencias fundamentales. 

a. Sentencia Hito 

Según lo explicado por el maestro Diego López Medina en su libro el derecho de los jueces 

(2010) “las sentencias hito consolidadoras de línea son aquellas en que las que la Corte trata 

de definir con autoridad una sub-regla de derecho constitucional, y en la que normalmente se 

decanta un balance constitucional más complejo que el que en un comienzo fue planteado por 

las sentencias fundadoras de línea” (P. 146). 

En consecuencia, se analiza la sentencia hito teniendo en cuenta los siguientes aspectos: 

• Hechos.

El ciudadano Alfredo Vanegas Montoya, en ejercicio de la acción pública consagrada en los 

artículos 40-6 y 242-1 de la Constitución Política, presentó demanda de inconstitucionalidad 

contra el artículo 86 (parcial) del Decreto 410 de 1971 -Código de Comercio.

• Ratio Decidendi.2

Cabe recordar, que las Cámaras de Comercio no tienen consagración constitucional, pues el 

ámbito propio de su naturaleza jurídica se encuentra establecido en la ley, Código de Comercio, 

2 Según la Sentencia SU- 047 de 1999. “la ratio decidiendi  es la formulación general, más allá de 

las particularidades irrelevantes del caso, del principio, regla o razón general que constituyen la base de la 

decisión judicial especifica. (…) Es, si se quiere, el fundamento normativo directo de la parte resolutiva”  (Corte 

Constitucional”, Sentencia SU- 047 de 1999). 



que establece que, “Las Cámaras de Comercio son instituciones de orden legal con personería 

jurídica, creadas por el Gobierno Nacional, de oficio o a petición de los comerciantes del 

territorio donde hayan de operar. Dichas entidades serán representadas por sus respectivos 

presidentes” (Art, 78 C.Cio.)

Por su parte, el decreto reglamentario 898 de 2002, en su artículo 1º estipula que: 

“(…) las Cámaras de Comercio son personas jurídicas, de derecho privado, de carácter 

corporativo, gremial y sin ánimo de lucro, integradas por los comerciantes matriculados 

en el respectivo registro mercantil. Son creadas de oficio o a solicitud de los comerciantes 

mediante acto administrativo del Gobierno Nacional y adquieren personería jurídica en 

virtud del acto mismo de su creación, previo cumplimiento de los requisitos legales exigidos 

para el efecto” (…) 

“En efecto, las Cámaras de Comercio son, (i) instituciones de orden legal; (ii) personas 

jurídicas de derecho privado (Corte Constitucional, Sentencia C-144 de 1993); (iii) de 

carácter corporativo y gremial; (iv) sin ánimo de lucro; (v) integradas por comerciantes 

matriculados en el respectivo registro mercantil; (vi) creadas de oficio o a solicitud de 

comerciantes; (vii) creadas mediante acto administrativo del Gobierno Nacional; (viii) con 

personería jurídica adquirida en virtud del acto mismo de su creación, previo cumplimiento 

de los requisitos legales exigidos para el efecto; y, (ix) representadas por sus Presidentes” 

(Corte Constitucional, Sentencia C - 909 de 2007).



Del aparte transcrito textualmente de la sentencia hito de la presente línea jurisprudencial, 

se puede determinar de forma clara que las Cámaras de Comercio son instituciones privadas 

y que estas cumplen funciones públicas,  al llevar el régimen mercantil, con referencia a las 

funciones en la sentencia bajo estudio la Corte Constitucional se refirió al tema diciendo:

   

“En cuanto a las funciones que les compete ejercer a tales instituciones, por virtud de 

la asignación que les hizo el legislador extraordinario, les corresponde principalmente llevar 

el registro mercantil y certificar sobre actos y documentos en él inscritos, función propia de 

la administración, pero que como lo ha precisado esta corporación, no cambia su naturaleza 

jurídica privada en pública, manteniendo de todas maneras su naturaleza corporativa, gremial 

y privada, (Corte Constitucional, Sentencia C-144 de 1993), y corresponde a la figura de la 

descentralización por colaboración, autorizada mediante los artículos 1º., 2º., 123, 209, 210 y 

365 de la Constitución Política.” (Corte Constitucional, Sentencia C - 909 de 2007).

 

En este punto con referencia expresa se puede decir que en la Constitución política se subraya el 

hecho de que “los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones que 

señale la ley” (C.P. 1991, Art, 210) 

Por lo tanto de conformidad con lo señalado es este artículo constitucional se le han 

otorgado funciones públicas a las Cámaras de Comercio,  no señaladas inicialmente en el 

Código de Comercio sino en leyes expedidas con posterioridad, como la referida al registro de 



proponentes, la clasificación y la calificación de las personas naturales o jurídicas interesadas en 

contratar con las entidades estatales, la impugnación de dichas clasificación y calificación, en 

los términos del artículo 22 de la ley 80 de (1993), la prevista en los arts. 40, 42 y 43 del decreto 

2150 de (1995), así como el registro previsto en el artículo 144, en relación con la cooperativas, 

fondos de empleados y asociaciones mutuas.

Por otra parte, como lo ha considerado también la  Corte Constitucional en antecedentes 

previos a este fallo y citados en el mismo, que: “según las previsiones de orden legal, las 

Cámaras de Comercio desarrollan otro tipo de funciones públicas, dentro del marco de lo 

previsto en el artículo 116 superior.”  (Corte Constitucional, Sentencia T-690 de 2007). 

Tratándose así  de funciones de carácter judicial como son las que se cumplen a través de los 

centros de conciliación y arbitraje que muchas de ellas han organizado, y desde los cuales 

contribuyen a la prestación de este esencial servicio. De esas actividades puede sin duda 

derivarse una gran cantidad de documentos que tendrían entonces carácter público, y que en 

cuanto tales podrían entonces ser libremente consultados por la ciudadanía.

Es decir que, las Cámaras de Comercio hoy en día ejercen un sin número de funciones 

tanto públicas como privadas, señaladas no solo en el artículo 86 del Código de Comercio, sino 

también en otras disposiciones como la Ley 80 de 1993, el decreto 2150 de 1995, y la Ley 23 

de 1991 y sus normas modificatorias y abaladas por la norma supranacional es sus artículos 

116 y 210, respectivamente, adicional a esto, el decreto reglamentario 898 de 2002 señaló 

otras funciones a las Cámaras de Comercio: como es el Actuación como órganos consultivos 



, Elaboración de estudios , Registros públicos, crear Costumbre mercantil, crear centros de 

arbitraje y conciliación enunciados en el Artículo 116 de la Constitución Política, creación de sus 

estatuto entre otras más. 

Una especial relevancia que se hace en las razones de la decisión del presente fallo que 

consolida la unanimidad de criterios es esta línea es, es en cuanto a “las funciones públicas 

asignadas por la ley a las Cámaras de Comercio, cabe recordar que cuando la administración 

pública no asume la prestación de determinados servicios, puede ocurrir que la ley autorice a 

los particulares para que tomen a su cargo la actividad respectiva, presentándose, entonces, la 

figura de la descentralización por colaboración, autorizada mediante los artículos 1º., 2º., 123, 

209, 210 y 365 de la Constitución Política” (Corte Constitucional, Sentencia C - 909 de 2007).

Según este precepto a la descentralización por colaboración que ejercen las Cámaras de 

Comercio que son un tipo de entidad privada, nacida de la libre iniciativa de los particulares, 

y que inicialmente se constituye para cumplir propósitos que sólo interesan a éstos, en razón 

del conocimiento y la experiencia por ella acumulados, “es investida por ley de determinadas 

funciones públicas, bajo la consideración de que su cumplimiento resulta más eficiente 

en cabeza suya que en cabeza de una entidad estatal. En cada caso de asignación de tales 

funciones, la misma ley regula de manera cuidadosa todos los aspectos relacionados con el 

carácter público de la función encomendada” (Corte Constitucional, Sentencia T- 690 de 2007, 

citada en Sentencia C - 909 de 2007).



Sin lugar a dudas la Corte Constitucional en este fallo ha unificado y continuado con la 

línea jurisprudencial inicialmente trazada y considera que las Cámaras de Comercio, tienen una 

función administrativa y por lo tanto esta función no concierne exclusivamente al poder público, 

“sino que también incumbe a personas privadas, aspecto este último que se inscribe dentro de 

la perspectiva, más amplia, de la participación de los administrados "en las decisiones que los 

afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación", que el artículo 

2o. de la Constitución colombiana consagra como uno de los fines prevalentes del Estado” 

(Corte Constitucional, Sentencia C-166 de 1995, citada en Sentencia C - 909 de 2007).

En este punto del fallo y ya para finalizar la ratio decidendi, se debe considerar que la 

Corte hace especial relevancia al artículo 123 de la Constitución, en el cual se estableció que la 

ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen funciones 

públicas y regulará su ejercicio conforme al artículo 365. Los particulares prestan servicios 

públicos, y según el artículo 210  los particulares pueden cumplir funciones administrativas 

en las condiciones que señale la ley. Así, “el desempeño de funciones administrativas por 

particulares, es una posibilidad reconocida y avalada constitucional y legalmente, y respecto 

de la atribución prevista en el artículo 210 de la Carta opera por ministerio de la ley y, en el 

caso de las personas jurídicas, no implica mutación en la naturaleza de la entidad a la que se le 

atribuye la función, que conserva inalterada su condición de sujeto privado sometido al régimen 

de derecho privado en lo atinente a la organización y desarrollo de las actividades anejas a su 

específica finalidad” (Corte Constitucional, Sentencia C-166 de 1995 citada en Sentencia C - 

909 de 2007).



• Obiter Dicta3 

Con referencia la obiter dicta  o aspectos que son retomados en la sentencia, pero que no 

constituyen elementos de juicio principales para tomar la decisión, son los asuntos relacionados 

con los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 

publicidad.   La corte se refirió en esta ocasión al decir que las personas jurídicas privadas 

como las Cámaras de Comercio:  “cuando son investidas de la facultad de ejercer funciones 

administrativas, participan de la naturaleza administrativa, en cuanto toca con el ejercicio de 

esas funciones, en cuyo desempeño ocupan la posición de la autoridad estatal gozando, por 

ende, de las prerrogativas del poder público y encontrándose, en consecuencia, sometidas a la 

disciplina del derecho público; de modo que los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 

economía, celeridad, imparcialidad y publicidad que, según el artículo 209 Superior, guían el 

desarrollo de la función administrativa, les son por completo aplicables” (Corte Constitucional, 

Sentencia, C - 909 de 2007).

1.  

b. Sentencia Arquimédica 

Es una sentencia cuyo propósito es establecer las relaciones entre distintas sentencias, para 

con ello identificar las sentencias hito y fundadoras de la línea. Debe tener básicamente dos 

características: ser lo más reciente posible y estar en el mismo escenario constitucional planteado 

3 Según la Sentencia SU- 047 de 1999. “Finalmente, los obiter dicta tienen una fuerza persuasiva, que 

puede ser mayor o menor según el prestigio y jerarquía del tribunal pero no son vinculantes; un dictum constituye 

entonces, en principio, un criterio auxiliar parao no obligatorio para los otros jueces”  (Corte Constitucional, 

Sentencia SU- 047 de 1999).



en las otras sentencias fundamentales de la línea  

• Hechos.

Los señores Ricardo Varela Consuegra, Maritza del Carmen Mangones Mejía, Luis Ibarra 

Fontalvo y Erika Cristina de la Hoz Páez, por medio de apoderado, interpusieron acción de 

tutela contra la Cámara de Comercio de Barranquilla, por considerar vulnerados sus derechos 

fundamentales de asociación, a elegir y ser elegido, al debido proceso y a la igualdad con 

ocasión de una reunión llevada a cabo por la junta directiva de esa entidad en la cual se tomó, 

por mayoría, la decisión de cancelar sus afiliaciones, limitándoles de esa forma la posibilidad de 

participar en el proceso electoral para la conformación de una nueva junta directiva. 

• Ratio decidendi.

En el presente fallo el cual es el más reciente se retoma nuevamente la idea planteada en 

la sentencia hito y sus predecesoras con referencia a la Naturaleza jurídica de las Cámaras 

de Comercio indicando que éstas no tienen consagración constitucional y que el ámbito de 

su naturaleza jurídica se encuentra en la ley, específicamente en el artículo 78 del Código de 

Comercio, el cual establece la naturaleza de este organismo. 

A su vez, el Decreto reglamentario 898 de 2002, dispone que: “Artículo 1°. Las Cámaras 

de Comercio son personas jurídicas, de derecho privado, de carácter corporativo, gremial 

y sin ánimo de lucro, integradas por los comerciantes matriculados en el respectivo registro 



mercantil. Son creadas de oficio o a solicitud de los comerciantes mediante acto administrativo 

del Gobierno Nacional y adquieren personería jurídica en virtud del acto mismo de su 

creación, previo cumplimiento de los requisitos legales exigidos para el efecto.” (Art, 1 Decreto 

reglamentario 898 de 2002)

En esta sentencia se puede resaltar que es importante precisar que durante varios años en 

Colombia existió discusión en torno a la naturaleza jurídica, pública o privada, de las Cámaras de 

Comercio, debido a circunstancias aparentemente opuestas relacionadas con este tema, a saber: 

“i)el hecho de que el artículo 78 del Código de Comercio (Decreto 410 de 1971) 

las denomina ‘instituciones de orden legal’, término que para la doctrina ha resultado 

confuso; ii) el hecho de haberse atribuido a las Cámaras de Comercio el cumplimiento 

de funciones reconocidamente públicas, particularmente las funciones registrales que le 

competen en relación con los comerciantes y la sociedades comerciales, (…), con las 

personas interesadas en celebrar contratos con las entidades estatales (Ley 80 de 1993), 

y con las entidades sin ánimo de lucro (Decreto 2150 de 1995); iii) la atribución que el 

Código de Comercio (art. 87) establece en cabeza de la Contraloría General de la 

República, para ejercer el control y vigilancia del recaudo, manejo e inversión de los 

ingresos provenientes de los derechos autorizados por la ley para las inscripciones y 

certificados; iv) la circunstancia de estar integradas por los comerciantes inscritos en el 

respectivo registro mercantil; v) la naturaleza eminentemente privada de otras de las 

funciones listadas en el artículo 86 del Código de Comercio como son, por ejemplo, las 



de servir de órgano de los intereses generales del comercio ante el Gobierno, la de 

recopilar las costumbres mercantiles, la de prestar sus buenos oficios a los 

comerciantes para hacer arreglos entre acreedores y deudores, o la de organizar 

exposiciones y conferencias y/o editar o imprimir estudios o informes relacionados con 

el cumplimiento de sus objetivos” (Corte Constitucional, Sentencia  T-690 de 2007, 

citada en Sentencia T- 171 de 2013). 

Sin embargo, dicha discusión teórica fue superada por la jurisprudencia y doctrina, 

hasta el punto de aceptar en forma unánime que la naturaleza de las Cámaras de Comercio es 

corporativa, privada y gremial. 

Es así como la Corte Constitucional, en Sentencia C-144 de (1993) mediante la cual 

se declaró exequible los artículos 119 y 124 de la ley 6 de 1992, precisó que las Cámaras de 

Comercio no son entidades públicas, ya que no concuerdan con ninguna de las especies de 

esta naturaleza contempladas y reguladas constitucional o legalmente. Concretamente dijo al 

respecto: Las Cámaras de Comercio a las cuales se ha encargado el ejercicio de la anotada 

función, no son entidades públicas, pues no se avienen con ninguna de las especies de esta 

naturaleza contempladas y reguladas en la Constitución y la Ley. Si bien nominalmente se 

consideran ‘instituciones de orden legal’ (C. de Co. art. 78), creadas por el Gobierno, lo cierto 

es que ellas se integran por los comerciantes inscritos en su respectivo registro mercantil (C. de 

Co). (…)  



La técnica autorizatoria y la participación que ella reserva a la autoridad pública 

habida consideración de las funciones que cumplen las Cámaras de Comercio, no permite 

concluir por sí solas su naturaleza pública. Excluida la función de llevar el registro mercantil, 

las restantes funciones de las cámaras, su organización y dirección, las fuentes de sus ingresos, 

la naturaleza de sus trabajadores, la existencia de estatutos que las gobiernan, extremos sobre 

los cuales no es necesario para los efectos de esta providencia entrar a profundizar, ponen de 

presente que sólo a riesgo de desvirtuar tales elementos no se puede dudar sobre su naturaleza 

corporativa, gremial y privada” (Corte Constitucional, Sentencia  C-144 de 1993 ,citada en 

sentencia T-171 de 2013). 

En fallo posterior y en igual dirección,  la Corte Constitucional precisó: “Para esta 

Corporación es claro entonces que, a pesar de la naturaleza corporativa, gremial y privada de 

las Cámaras de Comercio a la luz de los artículos 123 inciso 3o. y 210 inciso 2o. de la Carta 

Política, éstas pueden ser habilitadas para cumplir funciones  públicas en las condiciones 

previstas en la ley, como sería el caso del artículo 86 inciso 3o.  del Código de Comercio 

que le confía la función pública de llevar  el registro público mercantil y certificar sobre los 

documentos y actos en él inscritos, no obstante el carácter privado de  las mismas.” (Corte 

Constitucional, Sentencia   C-167 de 1995, citada en sentencia T-171 de 2013). 

              En la misma línea, en Sentencia C-909 de 2007 la Sala Plena de la Corte Constitucional 

declaró exequible la expresión “y el Gobierno Nacional”, del numeral 12 del artículo 86, 

del Decreto 410 de 1971 (Código de Comercio), en el entendido de que tales atribuciones 

se circunscriben al desarrollo de actividades propias de la naturaleza jurídica y objeto de las 

Cámaras de Comercio, dentro del marco fijado por la ley, la Corte afirmó que, “Las Cámaras 



de Comercio son instituciones de orden legal con personería jurídica, creadas por el Gobierno 

Nacional, de oficio o a petición de los comerciantes del territorio donde hayan de operar. 

Dichas entidades serán representadas por sus respectivos presidentes’. Por su parte, el decreto 

reglamentario 898 de 2002, en su artículo 1º estipula que, ‘Las Cámaras de Comercio son 

personas jurídicas, de derecho privado, de carácter corporativo, gremial y sin ánimo de lucro, 

integradas por los comerciantes matriculados en el respectivo registro mercantil. Son creadas 

de oficio o a solicitud de los comerciantes mediante acto administrativo del Gobierno Nacional 

y adquieren personería jurídica en virtud del acto mismo de su creación, previo cumplimiento de 

los requisitos legales exigidos para el efecto” Corte Constitucional, Sentencia C-909 de 2007, 

citada en sentencia T-171 de 2013).  

De lo expuesto se puede concluir que la Corte se pone de acuerdo al determinar de forma 

concreta que se puede pensar que la extensión  concepto de entidad descentralizada comprende 

a las Cámaras de Comercio, en la medida en que son creadas por el gobierno ciertamente, pero 

porque lo autoriza la ley, y cumplen las funciones administrativas de los registros mercantil, de 

proponentes y de las entidades privadas sin ánimo de lucro, de las cuales derivan los servicios 

públicos de certificación y publicidad. Sin embargo, no entran en esa categoría por cuanto las 

personas que las integran son los comerciantes particulares y la finalidad de la institución es la 

de agremiarlos para lograr su unidad y la defensa de sus intereses comunes. 

Ahora bien otro de los apartes de la sentencia en sus razones de la decisión , se hizo 

precisión al indicar que en la descentralización por colaboración de  una entidad privada creada 



por la libre iniciativa de particulares para alcanzar propósitos de su interés, en virtud de su 

conocimiento y experiencia, es investida legalmente de determinadas funciones públicas, al 

considerarse que el desarrollo de las mismas resulta más eficiente en su cabeza que a cargo de un 

organismo estatal, caso en el cual es la misma ley la que regula todos los aspectos relacionados 

con la función encomendada. En relación con este punto, esta corporación ha sostenido: 

“En efecto, Cabe recordar, que de conformidad con las voces del art. 123 Superior, la 

ley determinará el régimen aplicable a los particulares que temporalmente desempeñen 

funciones públicas y regulará su ejercicio; conforme al artículo 365. (…) Los 

particulares prestan servicios públicos, y según el artículo 210  los particulares pueden 

cumplir funciones administrativas en las condiciones que señale la ley. Así, el desempeño 

de funciones administrativas por particulares, es una posibilidad reconocida y avalada 

constitucional y legalmente, y respecto de la atribución prevista en el artículo 210 de la 

Carta opera por ministerio de la ley y, en el caso de las personas jurídicas, no implica 

mutación en la naturaleza de la entidad a la que se le atribuye la función, que conserva 

inalterada su condición de sujeto privado sometido al régimen de derecho privado 

en lo atinente a la organización y desarrollo de las actividades anejas a su específica 

finalidad” (Corte Constitucional, Sentencia C-166 de 1995 citada en Sentencia C-909 de 

2007, citada en sentencia T-171 de 2013).  

Se destaca igualmente que la Corte Constitucional  que ha aclarado que las decisiones 

que tomen las entidades privadas en ejercicio de funciones públicas tienen carácter de actos 



administrativos, “razón por la cual pueden ser objeto de las acciones previstas en el Código 

Contencioso Administrativo” (Corte Constitucional, Sentencia C-167 de 1995 citada en 

sentencia T-171 de 2013).

Finalmente en el desarrollo de este análisis jurisprudencial, debe destacarse que, como ya 

se mencionó, “el desempeño de funciones administrativas por particulares, es una posibilidad 

reconocida y avalada constitucional y legalmente, y que esa atribución prevista en el artículo 

210 de la Carta opera por ministerio de la ley y, en el caso de las personas jurídicas, no 

implica mutación en la naturaleza de la entidad a la que se le atribuye la función, que conserva 

inalterada su condición de sujeto privado sometido al régimen de derecho privado en lo 

atinente a la organización y desarrollo de las actividades anejas a su específica finalidad” 

(Corte Constitucional, Sentencia C-167 de 1995 citada en sentencia T-171 de 2013).

• Obiter Dicta 

En efecto con referencia a las Cámaras de Comercio que son sin lugar a dudas personas 

jurídicas privadas, de modo que los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 

celeridad, imparcialidad y publicidad que, según el artículo 209 Superior, guían el desarrollo de 

la función administrativa, les son por completo aplicables, al régimen de derecho administrativo 

sujeta a la persona privada que cumple función administrativa a la consiguiente responsabilidad 

y le impone el despliegue de una actuación ceñida a lo expresamente autorizado y permitido 

para la consecución de la específica finalidad pública que se persigue; ello se erige en una 



garantía para el resto de los asociados y justifica la operancia de los controles especiales que, 

normalmente, se ubican en cabeza de la administración pública. (Corte Constitucional, sentencia 

T-171 de 2013).

De otra parte, la Corte ha considerado que se pueden atribuir funciones administrativas a 

particulares no sólo en el ámbito de la descentralización por servicios sino también aquellas 

de carácter administrativo que corresponde ejercer al gobierno, salvo que su delegación esté 

prohibida por la Constitución o la ley; funciones que se podrán imponer de manera unilateral y 

con carácter general únicamente por disposición de la ley, o mediante acto administrativo para 

casos particulares y concretos mediando la celebración de un convenio.    

c. Sentencia fundadora de la línea 

Son sentencias ambiciosas que surgen en virtud del vacío jurisprudencial existente para un 

momento determinado consagrando visiones reformistas que van a tener grandes repercusiones 

en la sociedad.

• Hechos.

Mediante el ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, los ciudadanos LUIS 

CARLOS SACHICA APONTE y LUIS GUILLERMO NIETO ROA, mediante escritos separados 

demandaron la inexequibilidad  del artículo 119 de la ley 6a de 1992. El ciudadano NIETO ROA 

también dirigió su acción contra el artículo 124 de la misma ley, por ser contrarios a los artículos 

150-10, 113,  114 y 338   de la Constitución Nacional.



• Ratio decidendi.

“Las Cámaras de Comercio no obstante su carácter privado pueden ejercer la función pública 

de administrar el registro mercantil. Los artículos 123 y 365 de la C.P. permiten al Legislador 

disponer que un determinado servicio o función pública sea prestado por un particular de acuerdo 

con el régimen que para el efecto establezca.

La circunstancia de que un servicio o función, en los términos de la ley, se desempeñen por un 

particular, no impide que el Legislador sujete dicha actividad o servicio a un sistema tributario 

de tasa, máxime si éste resulta ser el único adecuado e idóneo para ese propósito. En este evento, 

la determinación de la tarifa puede revestir un cierto grado de complejidad técnica que no haga 

aconsejable su inmediata fijación por el Legislador, a lo cual puede igualmente sumarse la 

inconveniencia política (un particular que participe en la elaboración de la norma tributaria que 

grava a otro particular) y ética (conflicto de interés en cabeza de quien determina la tarifa y recibe 

el ingreso correspondiente a la misma) de librar su determinación al particular que presta el 

servicio” 

En estas condiciones, la ratio decidendi, hace referencia a las tarifas que son fijadas por el 

Gobierno, pues si bien éste no presta directamente el servicio, no es ajeno al mismo como quiera 

que la Constitución le confía su control y vigilancia (C.P. arts. 189-22 y 365). La función pública 

de la administración del registro mercantil, se lleva a cabo bajo la estricta vigilancia y control del 



Gobierno, que de esta manera participa en la prestación de los servicios inherentes al mismo. No se 

observa, por este concepto, violación alguna al texto del artículo 338 de la C.P. 

• Obiter Dicta 

“Es evidente que por la complejidad técnica del servicio que prestan las Cámaras de 

Comercio, no era aconsejable, como lo previó el Constituyente, que la tarifa fuese señalada 

directamente por el legislador; pero resulta contrario a una sana lógica y a los principios de la 

ciencia de la administración que se fundan en los criterios de la celeridad, eficiencia y eficacia, en 

la prestación de los servicios públicos, que sea inconveniente políticamente que el organismo que 

presta el servicio, por ser privado, señale la tarifa de la tasa que deben pagar los usuarios. Por el 

contrario, resulta políticamente conveniente, como expresamente lo consignó el Constituyente en 

el inciso del artículo 338, en cita que dicha tarifa fuese definida por la autoridad que presta el 

servicio, pues es ella la que está en mejores condiciones y posibilidades de conocer el costo del 

servicio y fijar la tarifa de su recuperación” (…)  

“Además, propiamente no se le entregan a dicha autoridad facultades discrecionales y 

omnímodas para calcular y fijar la retribución correspondiente, pues su actividad en esta materia 

se encuentra condicionada al sistema y al método que trace el legislador, lo cual implica, al final 

de cuentas, que dicha autoridad simplemente ejecuta, al fijar la tasa, unas operaciones de simple 

cálculo matemático” (Corte Constitucional, Sentencia  C-144 de 1993)



En el presente caso la obiter dicta, se refiere expresamente al  argumento de 

inconveniencia política se utiliza, a falta de razones jurídicas valederas, para desconocer el 

mandato, claro y preciso de la norma constitucional en referencia, que no contiene ninguna 

laguna jurídica, que pueda ser llenada por el intérprete, mediante la aplicación de criterios y 

textos constitucionales que no se adecúan a la problemática implicada en el caso.

Finalmente, en cuanto la inconveniencia "ética", de que quien determina la tarifa la recaude, 

anotamos que el argumento supondría, en primer término, que el Constituyente institucionalizó una 

situación antiética en la norma constitucional en análisis; y, en segundo lugar, que hay que 

presumir, contrariamente a lo que dispone el artículo 83 de la Constitución Política, la mala fe de 

los particulares que prestan los servicios públicos.

2.3. Nicho citacional de las sentencias. 

Tabla 3 Telaraña de Sentencias

Sentencias de la 

línea
Telaraña de sentencias

C-144 de 1993 0

C- 166 de 1995 C144 de 1993,  T-145 de 1993

C- 167 de 1995 C144 de 1993,  C- 166 de 1995, T-145 de 1993

C-091 de 1997 C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 de 1995, T-145 de 1993. 

C-181 de 1997 C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 de 1995, C-091 de 1997, T-145 de 1993.

C-077 de 1997 C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 de 1995, C-091 de 1997,  C-181 de 1997.

C- 602 DE 2000 C-077 de 1997, C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 de 1995, C-091 de 1997,  C-181 de 

1997, T- 080 de 1998.

C 1142 DE 2000 C- 602 DE 2000, C-077 de 1997, C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 de 1995, C-091 



de 1997,  C-181 de 1997.

C 1147 DE 2000 C 1142 DE 2000, C- 602 DE 2000, C-077 de 1997, C144 de 1993,  C- 166 de 1995, C- 167 

de 1995, C-091 de 1997,  C-181 de 1997.

T- 690 DE 2007 C 1147 DE 2000, C 1142 DE 2000, C- 602 DE 2000, C-077 de 1997, C144 de 1993,  C- 

166 de 1995, C- 167 de 1995, C-091 de 1997,  C-181 de 1997.

C-909 DE 2007  SU 600 de 1999, SU 091 de 2000  C-144 de 1993, C-165 de 1995, C-166 de 1995, C-167 

de 1995, C-091 de 1997, C-181 de 1997, T-001 de 1993; T-400 de 1993, T- 290 de 1993 T-

231 de 1996, T-340 de 1997, T-080 de 1998, T 287 de 1997, T- 080 de 1998.

C – 259 de 2008 
C-508 de  1996, C-077 de 1997, C 395 DE 1996, C-1713 de 2000, C-510 de 2004, C 061 

de 2005 C-566 de 2006. 

C-537 de 2010 C-909 DE 2007, C – 259 de 2008  C-144 de 1993, C-165 de 1995, C-166 de 1995, C-167 

de 1995, C-091 de 1997, C-181 de 1997, T-080 de 1998, T 287 de 1997, T- 080 de 1998. 

C-316 de 1995, C-776 de 2003, C-866 de 1999, C-1641 de 2000,  C- 1071 de 2002

C-634 de 2012 C-909 DE 2007, C-537 de 2010, C-144 de 1993, C-165 de 1995, C-166 de 1995, C-167 de 

1995, C-091 de 1997, C-181 de 1997, T-080 de 1998, T 287 de 1997, T- 080 de 1998. C-

316 de 1995, C-776 de 2003, C-866 de 1999  

T-171 de 2013 C-909 DE 2007, , C-144 de 1993, C-167 de 1995 y C-909 de 2007 T-593 de 1992, T-233 

de 1994, T-833 de 1998, T-083 de 2010 y T-160 de 2010, T-145 de 1993

 3Fuente: Elaboración Propia

La telaraña de sentencias permite visualizar de manera esquematizada el nicho citacional, 

ya que a través de esta grafica resulta más facial identificar los nodos, es decir, las sentencias que 

son eje de la línea y coinciden con las que se mencionaron antes como sentencias fundamentales 

de la presente construcción. 



Entonces la gráfica nos indica cuales fueron las sentencias que se citaron dentro de cada 

una de las sentencias objeto de estudio, de manera que permite visualizar cual es la conexión 

directa de cada una de ellas con las demás, si es que la hay, pues existen casos en los que no hay 

una relación de dependencia directa sino que se presenta de manera indirecta como sería el caso 

de la sentencia C-259 de 2008 , la cual en ningún momento llega a relacionarse con alguna de las 

sentencias  fundamentales,  para la línea sino que lo hace a través de la sentencia. C-077 de 1997. 

También vale la pena mencionar que el objeto de realizar dicha esquematización  radica 

en el hecho  de reducir el extenso nicho citacional para elaborar un estudio más concienzudo de 

las funciones y naturaleza de las Cámaras de Comercio en Colombia. 

2.4. Sinopsis de la Línea

Al constituirse Colombia en un Estado Social de Derecho, caracterizado por la 

separación de poderes y funciones, la realización efectiva de los derechos y las garantías y 

la prevalencia del principio de legalidad y de constitucionalidad, surge en ello la potestad de 

la Corte Constitucional de velar por el cumplimiento de la supremacía de la Constitución y 

correlativamente a lo que se ha denominado como el derecho a la asociación y la facultad de 

particulares de ejercer funciones públicas en desarrollo de la figura de la descentralización 

administrativa.  



A partir de esta figura se genera la incorporación de las fusiones y naturaleza de las 

Cámaras de Comercio, ante el vacío aparente que se surgió por la no especificación taxativa en 

la carta política nacional de estas características en las que se ven inmersos particulares como las 

Cámaras de Comercio cuando existe discusión amplia acerca de la naturaleza jurídica de estas 

entidades que aunque estas instituciones sean de orden legal instituciones privadas que cumplen 

funciones públicas según lo expuesto en la línea predecesora, además de que la Constitución 

Política fue clara al manifestar que: los particulares pueden cumplir funciones administrativas en 

las condiciones que señala la ley” (Art 210, C.N.) por ello, ahora menos que antes, no hay duda 

sobre el carácter de derecho privado de estas corporaciones. 

Por lo tanto las Cámaras de Comercio son creadas por el Gobierno de oficio o a petición 

de los comerciantes del lugar; pero el Gobierno tiene el derecho a nombrar la tercera parte de 

los miembros de la junta directiva y dichas entidades serán representadas por sus respectivos 

presidentes, otro aspecto de especial importancia es, con referencia a lo establecido por la Corte 

Constitucional  que ha aclarado que las decisiones que tomen las entidades privadas en ejercicio 

de funciones públicas tienen carácter de actos administrativos, razón por la cual pueden ser 

objeto de las acciones previstas en la norma especial administrativa. 



Conclusiones. 

Una vez analizada la jurisprudencia de la Corte Constitucional sobre la naturaleza jurídica de las 

Cámaras de Comercio, sus funciones y lo sus órganos, se puede concluir que: 

• Las Cámaras de Comercio no son entidades de naturaleza pública por el hecho de cumplir 

con las funciones de carácter público encomendadas por la ley, pues de acuerdo con la 

jurisprudencia éstas, son personas jurídicas de naturaleza privada, de orden gremial y sin 

ánimo de lucro creadas por el Gobierno Nacional a través de acto administrativo previo el 

cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley. 

• Su organización y dirección, las fuentes de sus ingresos, la naturaleza de sus trabajadores 

y la existencia de los estatutos que las gobiernan, permiten establecer su naturaleza 

corporativa, gremial y privada.

• Por su naturaleza jurídica de carácter privado, las Cámaras de Comercio tienen la 

posibilidad de cumplir funciones públicas, sirviendo de apoyo a la administración, 

haciendo uso de la  colaboración por descentralización establecida en la Constitución 

Política de Colombia. 

• Las Cámaras de Comercio pueden intervenir en el ejercicio de las funciones públicas a 

cargo del Estado, lo cual no implica necesariamente una modificación en la naturaleza 



privada de su persona jurídica; sin embargo, en el ejercicio de las facultades que le 

son otorgadas al cumplir dichas funciones se hayan sujetas a las normas, obligaciones, 

deberes y privilegios aplicables a la materia. 

• Las personas jurídicas de derecho privado a las cuales se les atribuye el cumplimiento de 

funciones públicas establecida y en tal virtud administran recursos de origen público, no 

conforman parte integral de la organización o estructura del  Estado, solamente, hacen 

parte de un conglomerado de personas naturales o jurídicas que colaboran con éste para la 

realización de sus fines.
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